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Calidad en la inversión social: 
la Asignación Universal por Hijo 
en Argentina

Mara Ruiz Malec* 
Leandro Martín Ottone**

Resumen

El presente documento repasa la evolución reciente de la inversión social en Amé-
rica Latina y el Caribe y del proceso institucional recorrido, con algún énfasis 
en Argentina, en materia de la institucionalización en la evaluación de políticas. 
El propio concepto de evaluación es definido y discutido con base en las últi-
mas tendencias, que señalan la necesidad de incorporar la noción de derecho. Los 
compromisos asumidos por los países en materia de derechos pueden brindar un 
marco a la política fiscal y ser los principios rectores del gasto y la recaudación 
públicas. A partir de estos principios, en la última sección revisaremos una de las 
principales políticas de inversión social en Argentina: la Asignación Universal por 
Hijo. 

Palabras claves: gasto fiscal, gasto público y programas de bienestar, seguridad 
social y pensiones públicas, políticas públicas, derechos humanos
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Introducción

En los últimos diez años, se consolidó un importante nivel de inversión so-
cial en América Latina y el Caribe paralelo a un ciclo de fuerte crecimiento 
económico. Estos factores permitieron a la amplia mayoría de la región 
mejorar sustancialmente en indicadores sociales referidos a desigualdad y 
pobreza. Al mismo tiempo, esta inversión social se institucionalizó a par-
tir de ministerios, secretarías y organismos coordinadores específicos en la 
función social.

En los últimos años, la desaceleración del crecimiento económico en 
la región ha detenido los avances en materia de progreso social. Al mismo 
tiempo, si bien las políticas sociales han actuado como sostén que reduce 
los efectos de la desaceleración económica sobre la población más vulne-
rable, la disminución de los recursos fiscales pone límites a esta capacidad.

En este contexto, se profundiza el debate acerca de la calidad y efec-
tividad del gasto público. Todavía existen brechas por cerrar en cuanto a 
la capacidad institucional de evaluar y mejorar la inversión social. Sin em-
bargo, un nuevo enfoque ha surgido que puede servir como guía general y 
debe ser incorporado como marco en la política pública.

Los países de la región han asumido compromisos indeclinables en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC), que tie-
nen consecuencias en materia de política fiscal. Con base en estos compro-
misos, la evaluación de proyectos sociales debe ser precedida por aquella 
de los programas y políticas públicas, bajo un enfoque de derechos. Esto 
permitirá sostener en el largo plazo los programas y políticas y por lo tanto 
realizar las modificaciones que sean necesarias en un contexto de menores 
recursos fiscales, sin cuestionar los derechos adquiridos.

Cinco principios pueden extraerse de los compromisos asumidos que 
pueden servir como guía para evaluar las políticas y programas sociales y 
como marco para cualquier modificación que quiera realizarse: el principio 
de igualdad y no discriminación; transparencia, participación y rendición 
de cuentas; movilizar “el máximo de los recursos disponibles” para la reali-
zación progresiva de los DESC; realización progresiva y no regresividad de 
los DESC y asegurar los niveles mínimos esenciales de los derechos.
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En el presente documento repasamos la evolución reciente de la in-
versión social en América Latina y el Caribe y el proceso institucional re-
corrido. Revisaremos el concepto de evaluación, su evolución reciente y la 
necesidad de incorporar la noción de derecho. En los apartados siguientes 
analizamos cómo los derechos pueden brindar un marco a la política fiscal 
y cuáles deben ser los principios rectores del gasto y la recaudación públicas 
bajo un enfoque de derechos. A partir de estos principios, en la última 
sección revisaremos el marco institucional de evaluación de Argentina y 
analizaremos una de las principales políticas de inversión social en Argen-
tina: la Asignación Universal por Hijo (AUH) bajo el enfoque propuesto. 
La última sección presenta un resumen y las conclusiones. 

La política fiscal en América Latina y el Caribe 
en la última década

En los últimos diez años, la política fiscal en América Latina y el Caribe 
experimentó profundas transformaciones. Si bien a nivel desagregado, las 
diferentes subregiones (América del Sur, América Central y el Caribe) ex-
hibieron una trayectoria particular, en la totalidad de la región es posible 
establecer patrones comunes en lo que respecta a la evolución de los ingre-
sos, los gastos y el nivel de deuda.

El fuerte período de crecimiento económico experimentado a comien-
zos de 2000 y únicamente interrumpido por la crisis financiera interna-
cional de 2008-2009, aportó a una subida tanto del nivel de gasto público 
como también de los ingresos en términos del PIB (CEPAL, 2019a).

En paralelo, la amplia mayoría de la región mostró una mejora sustancial 
en indicadores sociales referidos a desigualdad y pobreza. En efecto, las perso-
nas en situación de pobreza pasaron de representar un 44,5% de la población 
en 2002 a un 27,8% en 2014. Del mismo modo, la situación de pobreza 
extrema se redujo de 11,2% a 7,8% en el mismo lapso (CEPAL, 2019b).

Sin embargo, a partir de 2011, América Latina y el Caribe experimen-
taron una significativa desaceleración en la tasa de crecimiento económico, 
la cual en ciertos años implicó una caída del producto per cápita. El PIB, 
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que se expandió a una tasa promedio de 4,0% anual entre 2003 y 2011, 
registró un alza promedio de 1,9% para el periodo 2012-2015 y de apenas 
0,6% para el trienio 2016-2018 (FMI, 2018).

Bajo este contexto, los indicadores sociales no solo se estancaron, sino 
que sufrieron una reversión para todo el conjunto de América Latina. De 
acuerdo con la CEPAL (2018), a partir de 2018 la pobreza aumentó 1,8 
p.p y la pobreza extrema 2,4 p.p., lo que en números absolutos implica un 
alza de 18 y 17 millones de latinoamericanos respectivamente.

Una tendencia similar se observa en los indicadores tradicionales de 
desigualdad, que luego de una importante mejora en la primera década de 
los 2000, mostraron también un estancamiento. El índice de GINI para 
América Latina se mantuvo prácticamente sin cambios entre 2014 y 2017, 
al pasar de 0,471 a 0,466 (CEPAL, 2019b). Asimismo, se redujo la partici-
pación de la remuneración de los trabajadores asalariados en el PIB en va-
rios países de la región (Argentina, México, Colombia y Perú, entre otros).

Los sistemas de protección social cimentados durante la primera parte 
del siglo XXI han detenido los deterioros distributivos experimentados en 
los últimos años y evitaron mayores retrocesos en la lucha contra la pobreza 
(CEPAL, 2019b). En efecto, el gasto social en América Latina experimentó 
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un alza de 2,5 p.p del PIB entre 2003 y 2017, incrementando su participa-
ción en el gasto total de un 44,9% a un 51,4%.

Cuando se analiza la evolución del gasto fiscal por funciones sociales, 
se observa que la protección social, la educación y la salud se mantienen 
como aquellas con mayor importancia en términos de cantidad de recursos 
asignados. En promedio representaron en 2016 el 4,1%, el 3,9% y el 2,2% 
del PIB de los países de América Latina, respectivamente.

Sin embargo, en un contexto de debilidad económica y un elevado ratio 
deuda pública/PIB, en especial en países del Caribe, pero también en Argen-
tina, Brasil y Costa Rica, se ha impulsado un proceso generalizado de con-
solidación fiscal en la región. Entre 2016 y 2018, el gasto total del gobierno 
central se redujo levemente en términos del PIB (del 21,5% al 21,1%), lo 
que permitió que el déficit financiero pase de -3,3% del producto a -3,1%. 
Esta leve mejora en el resultado fiscal se encuentra totalmente vinculada a 
una reducción de los gastos (en especial el gasto de capital, el cual se contrajo 
-0,4 p.p del PIB), en tanto los ingresos no mostraron variación. Parte del 
esfuerzo de reducir el gasto total, se ve compensado por una subida de los 
recursos destinados al pago de intereses de la deuda pública (+0,3 p.p del 
PIB entre 2016 y 2018). Esto guarda relación con la subida relativa de deuda 
respecto al PIB en varios países de la región (CEPAL, 2019a).
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El contexto actual representa un enorme desafío fiscal para las econo-
mías de América Latina y el Caribe. El bajo crecimiento económico y los 
elevados niveles de deuda pública en diversos países de la región requieren 
reconfigurar el sistema de gastos e ingresos con el objetivo de asegurar la 
sostenibilidad fiscal. Por otro lado, el proceso de consolidación se ve limi-
tado por la mayor demanda de fortalecer los sistemas de seguridad y pro-
tección social, en el marco de un estancamiento de los indicadores sociales. 

En este contexto se pone de manifiesto la necesidad de que la políti-
ca fiscal en América Latina y el Caribe apunte a mejoras de calidad, que 
permitan balancear la disponibilidad de recursos con la efectividad de las 
políticas. El enfoque basado en los derechos humanos (IPPDH, 2014), 
proveniente tanto de las constituciones políticas de los Estados como del 
derecho internacional, sirve de marco conceptual para formular, moni-
torear e implementar políticas públicas indispensables para asegurar una 
política fiscal de calidad.

Instituciones y seguimiento del gasto. 
Evaluar bajo un enfoque de derechos

El piso de protección social desarrollado en la primera década del nuevo 
siglo sirvió de contención frente a la nueva ola de austeridad. Dicho au-
mento en inversión social fue acompañado de un incremento en las insti-
tuciones abocadas de manera parcial o específica a la gestión de este tipo 
de gasto. De 26 países de América Latina y el Caribe, 19 cuentan con un 
ministerio de Desarrollo Social (o similar), dos con secretarías y tres con 
otras instancias dedicadas explícitamente al tema. En la mayoría de los 
casos,1 estas instituciones fueron creadas a partir de la década del noventa 
o surgieron en los últimos veinte años (CEPAL, 2019b).

La política social es compleja e implica una permanente interacción 
con otras áreas de la administración pública (Salud, Educación, Trabajo) 
que suelen contar con sus propios ministerios o secretarías. Además, dicha 

1 Dependiente de la información disponible.
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política genera impactos en el resto de la economía, tanto a nivel macro-
económico (por ejemplo, a través de los multiplicadores fiscales) como a 
nivel microeconómico (permitiendo aumentos de productividad, asigna-
ción de recursos, etc.). La mayoría de los países cuenta con algún tipo de 
organismo de coordinación de políticas sociales de carácter supra-ministe-
rial (CEPAL, 2019b). En algunos casos, la coordinación o presidencia de 
estos cuerpos coincide con el/la ministro/a de Desarrollo Social (Argenti-
na, Brasil, Chile, Panamá, Uruguay, Ecuador). En otros, la coordinación 
corresponde a otro ministerio (en El Salvador el ministro de Salud).2 Por 
último, en trece países que analiza la CEPAL, la dirección o coordinación 
de estos organismos coincide con la máxima autoridad del poder Ejecutivo 
(presidente o primer ministro), el vicepresidente o algún delegado directo 
de la presidencia.

En términos de gestión, planificación y evaluación de las políticas so-
ciales, los países de la región han avanzado en algunas cuestiones concretas. 
En cuanto a la recopilación y acceso a la información, de 24 países releva-
dos por la CEPAL, 19 llevan un registro de participantes y 22 cuentan con 
un sistema de acceso a la información pública con el objetivo de una mayor 
transparencia. Diez cuentan con algún sistema integrado de información, 
ya sea general o sectorial.

Brechas en evaluación e incorporación del enfoque de derechos

El aumento en el gasto público, y en particular en la inversión social, 
incrementó las inquietudes por evaluar la eficiencia de esos desem-
bolsos. Esto, en un marco de caída de los ingresos públicos, es más 
relevante. No obstante, este mismo contexto hace que sea de vital 
importancia comprender la función de la etapa evaluadora y, como 
veremos más adelante, la trascendencia de orientar la política social 
bajo un enfoque de derechos.

2 Este último carece de Ministerio de Desarrollo Social.
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La OECD define el término “evaluación” como:

Apreciación sistemática y objetiva de un proyecto, programa o política en 
curso o concluido, de su diseño, su puesta en práctica y sus resultados. El 
objetivo es determinar la pertinencia y el logro de los objetivos, así como 
la eficiencia, la eficacia, el impacto y la sostenibilidad para el desarro-
llo. Una evaluación deberá proporcionar información creíble y útil, que 
permita incorporar las enseñanzas aprendidas en el proceso de toma de 
decisiones de beneficiarios y donantes. La evaluación también se refiere al 
proceso de determinar el valor o la significación de una actividad, política 
o programa. Se trata de una apreciación, tan sistemática y objetiva como 
sea posible, de una intervención para el desarrollo planeada, en curso o 
concluida (OECD, 2002: 22).

Dentro de la política fiscal y específicamente la social, se identifican tres 
etapas que pueden ser evaluadas: los proyectos, los programas y la políti-
ca pública. De acuerdo con CEPAL (2004: 2) el proyecto es “la unidad 
mínima de asignación de recursos, que a través de un conjunto integrado 
de procesos y actividades pretende transformar una parcela de la realidad, 
disminuyendo o eliminando un déficit, o solucionando un problema”. Por 
lo tanto, los proyectos suelen buscar resolver problemas acotados con ob-
jetivos cuantificables, siendo estos el principal objeto de evaluación. Cuan-
do diferentes proyectos son agrupados bajo un mismo objetivo, pero que 
funcionan operativamente por separado, ya sea porque utilizan distintas 
estrategias de intervención o apuntan a distintas poblaciones, los podemos 
llamar programas. Con lo cual, la política social es el conjunto de progra-
mas, y por ende proyectos, que poseen un mismo fin.

Cuando los problemas sociales se instalan en la agenda pública y se 
tornan prioritarios, se asocian a la política pública. A partir de este reco-
nocimiento, se delimitan objetivos y se diseñan programas que incluirán 
uno o más proyectos. En consecuencia, se presume que una vez cumplidos 
estos objetivos, el programa ya no es necesario.

Los países de América Latina cuentan con alguna instancia de evalua-
ción de proyectos y/o programas sociales, ya sea de nivel general o sectorial. 
A su vez, existen sistemas de monitoreo que permiten recoger información 



Calidad en la inversión social: la Asignación Universal por Hijo en Argentina

13

acerca del avance y alcance las políticas públicas. No obstante, existen impor-
tantes brechas en la institucionalización de estas instancias y en su difusión 
al conjunto de los distintos niveles de gobierno. Pignatta (2015) identifica 
que aún en México y Colombia, donde se encuentra un alto nivel de insti-
tucionalización que comenzó hace años, existen importantes brechas entre 
distintos sectores y niveles de gobierno, además de trabajar con lógicas seg-
mentadas. Estas características se repiten en el resto de los países de la región.

A los desafíos en materia de ampliación, difusión e institucionalización 
de la práctica de evaluación, se deben sumar aquellos que implica adoptar 
un modelo que incorpore la noción de derecho. Esta postura no es arbi-
traria, tiene que ver con el nuevo rol que se asigna a la política social y la 
política pública en general.

Desde hace algunos años, existe cierto consenso en que es necesario 
repensar las políticas públicas como parte de las obligaciones del Estado 
para el cumplimiento efectivo de derechos asociados a la existencia de una 
ciudadanía social (Cunill Grau, 2010). Dicho acuerdo ha sido impulsado 
por Naciones Unidas y en cierta medida el Banco Mundial, pero también 
por los propios gobiernos de América Latina. Se trata de un abandono pro-
gresivo de la perspectiva tradicional asistencialista en las políticas sociales. 
Este enfoque buscaba compensar los efectos no deseados de medidas carac-
terísticas de los modelos neoliberales de la etapa anterior, pero que vuelven 
a resonar en el contexto actual: apertura comercial, ajuste fiscal y flexibiliza-
ción laboral. Esta perspectiva buscaba mejorar y atender situaciones consi-
deradas problemáticas, pero su fin último no consistía en lograr la igualdad 
sustantiva en el acceso a derechos; para ello, se requiere transformar los 
factores causantes de la desigualdad (IPDDH, 2014). Incorporar el enfoque 
de derechos implica incorporar una noción de ciudadanía a las políticas 
públicas, de identificación no de beneficiarios que requieren asistencia, sino 
de una ciudadanía que ven bloqueado su acceso a derechos. Además, una 
vez obtenidos, estos derechos incorporan también obligaciones ciudadanas.

Este nuevo enfoque se enmarca también en la consolidación de la de-
mocracia en la región. Este escenario permitió avanzar desde los llamados 
derechos “de libertad” a los derechos “de segunda generación” que son 
los derechos sociales. Respecto a los primeros, se habla del derecho “de la 
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abstención del Estado”, mientras que los segundos esperan un actuar po-
sitivo del Estado (Bobbio, 1991). Se trata justamente de derechos procla-
mados, pero que aún no son “de hecho” para una parte de los ciudadanos. 
Si hace 30 años la pregunta por los derechos humanos era una pregunta 
por la libertad, hoy es una pregunta por la igualdad (Rinesi, 2013).

Ahora bien, al incorporar el principio de igualdad y, como veremos 
más adelante, de universalidad, este enfoque se coloca en el centro de la 
evaluación. La pregunta es cómo la política social, sus programas y proyec-
tos abordan las situaciones de desigualdad, qué construcción de sentido 
promueven en sus acciones y cuáles son sus potenciales efectos en los es-
quemas de organización familiar y género. A su vez, a partir del principio 
de exigibilidad, enfatiza en valorar los mecanismos de reclamo y garantía, 
de forma que sean insumos para monitorear y evaluar políticas conforme a 
derechos (IPPDH, 2014).

El enfoque de derechos otorga una ventaja importante en materia de 
implementación de evaluaciones. Una de las mayores críticas en la ejecu-
ción de un proceso de monitoreo y evaluación de programas por parte de 
los actores involucrados en su implementación, tiene raíz en la falta de 
propagación del verdadero significado que debe tener una evaluación. Al 
respecto, el manual de evaluación de políticas públicas de la Jefatura de 
Gabinete de Ministros de Argentina diferencia entre control, auditoria, 
investigación y evaluación. Esta última tiene como objetivo el aprendizaje 
y la rendición de cuentas (JGM, 2016); pero no es un mecanismo con fines 
punitorios, ni un control sobre el cumplimiento de normas rígidas. Tam-
poco es una acción con fines meramente informativos ni de investigación. 
Su objetivo último debe ser generar diagnósticos y proponer acciones que 
mejoren las políticas públicas.

No obstante, desde sus inicios y con cierta perseverancia en la actua-
lidad, el monitoreo y la evaluación han sido liderados de modo principal 
por ministerios de Planificación y Hacienda, los que, a su vez, diseñan el 
presupuesto nacional. Esto genera fuertes críticas a la hora de incorporar 
las evaluaciones como práctica de política pública. Sin embargo, desde el 
enfoque propuesto, suspender un proyecto implica el riesgo de desproteger 
un derecho. Sobre todo, al considerar el principio que impone el enfoque de 
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derechos, relativo a garantizar el máximo de recursos disponibles para efec-
tivizar progresivamente el pleno ejercicio de los derechos sociales (Pignatta, 
2015). Si la evaluación de las políticas ha determinado que existe un derecho 
vulnerado y que se requiere una acción, la evaluación sobre los programas y 
proyectos puede indicar la necesidad de un cambio para mejorar el impac-
to, los resultados o maximizar la eficiencia en materia de costos. No puede 
obviar, ante un resultado negativo, una propuesta de acción reparadora que 
garantice ese derecho, ni tampoco puede disminuir los recursos afectados.

¿Qué son los derechos, económicos, sociales y culturales? 
Su impacto en la política fiscal

En 1966, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Reso-
lución 2200A, conocida también como Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC). El Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos y el mencionado PIDESC conforman la Carta Internacio-
nal de Derechos Humanos, que rige el sistema de protección de DDHH 
de las Naciones Unidas. 	

Este acuerdo internacional busca promover el progreso social y mejo-
rar la calidad de vida con base en un enfoque de derechos, y emplea el sis-
tema internacional para dicho propósito. En América Latina, la totalidad 
de los países son miembros del PIDESC o lo han firmado y/o ratificado, 
mientras que en el Caribe hay un menor nivel de adhesión.

La región fue pionera a nivel global en lo que respecta a crear un marco 
jurídico institucional que contemple los derechos económicos, sociales y 
culturales (DESC). En 1948, en el marco de la Organización de Estados 
Americanos (OEA) se adoptó la Declaración Americana, considerada el 
primer instrumento internacional que consideró los DESC. La aprobación 
del PIDESC a fines de la década del 60, se complementó a nivel regional 
con la celebración de nuevos acuerdos en materia de derechos humanos. 
En 1969, los países miembros de la OEA establecieron la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (CADH, también conocida como 
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Pacto de San José de Costa Rica). Esta pasó a funcionar como base del sis-
tema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos. 
Dicha convención fue complementada en 1988 con el Protocolo Adicional 
a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, también conocida 
como Protocolo de San Salvador sobre Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. De esta forma, los DESC se incorporaron plenamente a la es-
tructura jurídica en América Latina y el Caribe (Gros Espiell, 1985).

La importancia de estos instrumentos de reconocimiento de derechos 
va más allá de cuestiones meramente institucionales, ya que la firma del 
PIDESC y los acuerdos regionales tienen consecuencias concretas para la 
política fiscal de las naciones. A diferencia de los derechos políticos y civi-
les –denominados en ocasiones de primera generación y que presuponen 
un Estado pasivo, no intervencionista o mínimo– los DESC requieren una 
conducta positiva de los Estados, es decir de proveer, proteger y promover 
el cumplimiento de dichos derechos (Madurga, 2015).

De esta forma, estos tratados internacionales establecieron obligacio-
nes internacionales legalmente vinculantes para aquellos países que lo han 
ratificado. Esto es particularmente cierto para la política social, lo que im-
pone un piso mínimo al gasto social. Como se mencionó previamente, 
dicho gasto en América Latina representa más de la mitad de las erogacio-
nes totales, lo que pone de manifiesto la importancia de los instrumentos 
legales de DDHH para la política fiscal en su conjunto.

El PIDESC y los tratados regionales establecen, de esta manera, obli-
gaciones en materia fiscal sobre el gasto social, dentro de las cuales se des-
tacan las siguientes erogaciones:

Educación: los Estados partes reconocen el derecho de toda persona a la 
educación (artículo 13 PIDESC), destacándose que la educación primaria 
debe ser obligatoria y gratuita. Por su parte, la enseñanza secundaria, en 
sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria técnica y profesio-
nal, debe ser generalizada  y accesible, lo que establece compromisos de 
inversión en educación no solo para los Estados nacionales, sino para los 
gobiernos subnacionales en aquellos países descentralizados. En las últi-
mas décadas, el gasto en educación en América Latina se ha incrementado 
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significativamente, al pasar de un 1,94% del PIB en 1990 a más de 4% 
en 20153 (CEPAL, 2019a), aunque dicho incremento de los recursos in-
vertidos no consiguió cerrar la brecha en materia de cobertura y calidad 
educativa con los países desarrollados. Si bien en cuanto a alfabetización 
para niños y adolescentes la región alcanzó casi la universalidad (98,4% 
según UNESCO4), las estadísticas distan de ser satisfactorias en lo que 
respecta a deserción, rezago escolar y calidad educativa. Según datos de este 
organismo, la tasa neta de escolarización en América Latina y el Caribe en 
secundaria subió a un 76% comparada al 49% en 1990, aunque persisten 
grandes diferencias al desagregar por nivel de ingreso. De acuerdo con el 
BID, mientras que el 80% de los estudiantes con mayores recursos econó-
micos se gradúan en América Latina, tan solo el 30% de los jóvenes con 
menores recursos logran alcanzar el mismo nivel. Aún persiste una brecha 
de siete años de escolaridad entre los segmentos más ricos y los más pobres 
de la población (BID, 2016).

3 Se consideran los países Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, 
Guatemala, Haití, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y 
Uruguay. La información corresponde al Gobierno central, a excepción de Brasil, Colombia, Argentina 
y México. En los dos primeros casos se refiere a Gobierno general, en los dos restantes a sector público 
no financiero.

4 http://data.uis.unesco.org/
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Salud: los países adheridos reconocen el derecho de todas las personas a dis-
frutar del mayor nivel posible de salud física y mental, y se comprometen 
a tomar acciones para reducir la mortalidad infantil, asegurar la asistencia 
y servicios médicos y a prevenir y luchar contra enfermedades epidémicas, 
endémicas entre otras (artículo 12, PIDESC). En línea con el crecimiento 
del gasto social, en general, el gasto en salud en América Latina también se 
incrementó, pasando de 1,4% del PIB en 1990 a 2,8% en 2015.

A pesar de los mayores recursos invertidos, los indicadores de salud 
regionales continúan mostrando significativas diferencias con relación a las 
economías desarrolladas. A modo de ejemplo, la desnutrición crónica en 
niños en América Latina y el Caribe es aún siete veces más elevada que en 
EE.UU. y Canadá, mientras que la tasa de mortalidad por enfermedades 
transmisibles es 2,7 veces más elevada (OPS, 2018).

Vivienda: se reconoce el derecho de toda persona a vivienda adecuada y 
a una mejora continua en sus condiciones de vida (artículo 11 PIDESC). 
A diferencia del resto del gasto social, la inversión en vivienda en América 
Latina no mostró un crecimiento punta en las últimas dos décadas y se 
ubica por debajo del 1% del PIB.
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De acuerdo con el Banco Interamericano de Desarrollo, si bien el por-
centaje de hogares con acceso a la vivienda ha mejorado en las últimas déca-
das en América Latina, en 2016 el déficit de vivienda afectaba a 55 millones 
de hogares. Se considera que cerca del 45% de la población de la región 
sufre algún déficit de vivienda, con amplia variabilidad por país (de menos 
del 20% en Chile a más de 75% en Bolivia). Asimismo, un 75% de los 
hogares con déficits tienen alguna carencia de tipo cualitativo (hacinamien-
to con tres o más personas por habitación, carencia de servicios de agua, 
saneamiento o electricidad, o de tenencia segura) y el 25% restante de tipo 
cuantitativo (vivienda precaria o compartida con otro hogar) (BID, 2016).

Alimentación: el PIDESC establece el reconocimiento al derecho funda-
mental de toda persona a estar protegida contra el hambre, e instituye que 
los Estados deberán tomar medidas necesarias para mejorar los métodos de 
producción, conservación y distribución de alimentos y asegurar su distri-
bución de manera equitativa, entre otros (artículo 11, PIDESC).

Si bien no es posible identificar un valor común de gasto en alimenta-
ción de los Estados latinoamericanos, los programas públicos vinculados a 
dicha temática son numerosos, incluyendo aquellos de transferencias mo-
netarias no condicionadas, comedores escolares y comunitarios, programas 
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de producción de alimentos (comunitarios y familiares), obras públicas 
de acceso al agua e irrigación, entes nacionales de regulación de calidad 
alimenticia, entre otros.

La seguridad alimentaria en la región continúa siendo uno de los prin-
cipales desafíos pendientes, abarcando cuestiones diversas como problemas 
de producción, distribución, acceso y adquisición de alimentos, así como 
también de calidad alimentaria (déficit de micronutrientes, obesidad, etc.). 
A modo de ejemplo, América Latina y el Caribe tenía en 2016 una pre-
valencia de la subalimentación de 6,6% (en 2015 era de 6,3%). Esto es, 
42,5 millones de personas no contaban con los alimentos necesarios para 
cubrir sus requerimientos energéticos diarios. Estas cifras implican un in-
cremento de 2,4 millones de personas en comparación con 2015. Asimis-
mo, la desnutrición crónica se ha reducido de 24,5%, en 1990 a un 11% 
en 2016; sin embargo, aún 5,9 millones de niños se encuentran afectados 
por la desnutrición crónica (FAO, 2017).

Seguridad social: el PIDESC contempla, en su artículo noveno, el derecho 
de todas las personas a la seguridad social. En América Latina, los recursos 
destinados a la protección social se incrementaron en los últimos 15 años, 
alcanzando un 4,5% del PIB en 2015. En comparación con otras regiones 
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del mundo, la cobertura de la protección social durante el período 1998-
2015, fue en promedio un 59,6% de la población, por encima de otras 
regiones en desarrollo, como África Sub-Sahariana (19,2%), Asia del Sur 
(27%), África del Norte y Medio Oriente (52,8%), Asia Oriental y Pacífico 
(58,9%), y solo siendo superada por Europa y Asia Central (69,3%).5

Estos valores proporcionalmente elevados se vinculan a la expansión 
de los programas de asistencia social, en especial aquellos programas de 
transferencias condicionadas (PTC). Actualmente 20 de los 33 países de 
la región cuentan con algún PTC en operación, tales como la Asignación 
Universal por Hijo (ARG), Bolsa Familia (BRA) o el Bono de Desarrollo 
Humano (ECU), llevando a una cobertura regional que alcanza el 20,2% 
de la población (FAO, 2017).

Además de los derechos ya mencionados, el PIDESC también contem-
pla otras obligaciones, entre las cuales se destacan el derecho a participar en 
la vida cultural y a la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y 
de la cultura (Artículo 15); derechos laborales (artículos 6, 7 y 8).

Por último, el artículo segundo de PIDESC condiciona la política 
fiscal en su conjunto e impone a los Estados obligaciones en materia de 
cobertura e inversión financiera. De acuerdo con el mismo es preciso que 
los Estados adopten medidas “hasta el máximo de los recursos disponibles” 
para avanzar de manera progresiva en su cumplimiento según los trata-
dos de derechos humanos que contienen cláusulas específicas al respecto, 
como el PIDESC y CADH. Además, este artículo establece obligaciones 
también de cobertura, en tanto los estados se comprometen a garantizar 
el ejercicio de los derechos del PIDESC, “sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra ín-
dole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social” (OHCHR, 2019).

De esta manera, durante las últimas décadas, la política pública lati-
noamericana se alineó con los compromisos jurídicos internacionales del 
PIDESC, lo que se reflejó en un incremento del gasto social y una mejora 
de los indicadores sociales. Sin embargo, y tal como se expresó en la primera 

5 Considerando asistencia social, seguridad social y regulaciones laborales. En línea: http://
datatopics.worldbank.org/aspire/
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sección, el menor crecimiento económico y el limitado espacio fiscal impi-
den asignar mayores recursos. Asimismo, la región también requiere una me-
jora cualitativa de las políticas públicas que permita incrementar el impacto 
en términos de cobertura y alcance. En este sentido, los principios rectores 
de los derechos humanos aplicables a la política fiscal pueden ser de mucha 
utilidad para contribuir a alcanzar una política fiscal de calidad.

Hacia una política fiscal con enfoque de derechos

Tal como vimos en el apartado precedente, el enfoque de derechos huma-
nos –configurado a través del Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales– y los acuerdos regionales imponen a los Estados 
la obligación de respetar, la de proteger y la de cumplir con cada uno de 
estos derechos.

En este proceso, y en línea con las disposiciones del artículo segundo 
de PIDESC, se debe analizar hasta qué punto los Estados han invertido el 
máximo de los recursos disponibles a fin de lograr progresivamente la ple-
na efectividad de los derechos, sin discriminación alguna. Por este motivo, 
los principios de derechos humanos contenidos en los instrumentos inter-
nacionales y regionales también proveen un marco normativo de referencia 
bajo el cual los Estados deben rendir cuentas de su política fiscal.

En octubre de 2015, en el marco de la Audiencia Temática sobre Po-
lítica Fiscal y Derechos Humanos del 156° Período de Sesiones de la Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos, un grupo de asociaciones 
civiles internacionales presentó un informe temático, en el cual se esta-
blecieron una serie de principios de los derechos humanos aplicables a la 
política fiscal (ASIJ et. al., 2015). La aplicación de dichos principios, que 
deben ser considerados en todas las fases del ciclo de diseño, elaboración, 
implementación y evaluación de la política fiscal, contribuyen de manera 
efectiva en el cumplimiento de los derechos humanos y los compromisos 
del PIDESC.
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Principio de igualdad y no discriminación

Es parte de las bases del estado de derecho. Una distinción es discriminatoria 
si no tiene justificación objetiva y razonable o si no persigue un fin legítimo; 
o si no existe una relación razonable de proporcionalidad entre el fin y los 
medios empleados para lograrlo (Bayefsky, 1990). En relación con la política 
fiscal, el principio de igualdad y no discriminación puede aplicarse tanto del 
lado de los ingresos como de las erogaciones. En relación con las primeras, por 
ejemplo, el sistema tributario en América Latina continúa registrando una 
baja recaudación del impuesto sobre la renta personal (alrededor del 1,6% 
del PIB en promedio en 2017), así como un débil impacto en términos de 
eficiencia y equidad (CEPAL, 2019b). Del lado de las erogaciones públicas, 
las transferencias en concepto de seguridad social también pueden tener un 
impacto discriminatorio contra sectores de menores ingresos, como por ejem-
plo la inexistencia de un Sistema de Asignaciones Familiares no contributivo.

Transparencia, participación y rendición de cuentas

Es un aspecto fundamental para asegurar el cumplimiento de los derechos 
humanos, en tanto se requiere que existan mecanismos disponibles para 
hacer exigibles dichos derechos por parte de la sociedad. Por este motivo, 
el acceso a la información fiscal y la transparencia son requisitos indispen-
sables para que las personas puedan participar de las decisiones que puedan 
afectarles (ASIJ et al., 2015)

En materia de legislación sobre transparencia y acceso a la informa-
ción, en las últimas décadas América Latina ha realizado avances signifi-
cativos, con aprobación de leyes de libertad de información en numerosos 
países.6 En particular, se destaca el avance en lo que respecta a información 
presupuestaria, por medio de herramientas accesibles para la ciudadanía.

La publicación de información completa, clara, oportuna y accesible 
permite además rendir cuentas a la sociedad sobre el accionar de los Esta-
dos, lo que facilita una mayor participación ciudadana.

6 http://www.unesco.org/new/es/communication-and-information/freedom-of-expression/freedom 
-of-information/foi-in-latin-america-and-the-caribbean/
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Movilizar “el máximo de los recursos disponibles” para la realización
progresiva de los DESC

La movilización de recursos, tal como se dispone en el artículo segundo del 
PIDESC, es un requisito indispensable para el cumplimiento de los derechos 
humanos. Los Estados firmantes se comprometieron a movilizar “el máximo 
de los recursos disponibles” para alcanzar progresivamente los DESC.

Este compromiso de los Estados no implica únicamente una cuestión 
cuantitativa de inversión, sino también que se debe buscar incrementar la 
disponibilidad de recursos. Esto necesariamente implica que, para asegurar 
niveles adecuados de gasto público, es necesario aumentar la recaudación 
tributaria.

Niveles bajos de recaudación tributaria impactan desproporcionada-
mente sobre los sectores más pobres de la población y constituyen un im-
pedimento para que los Estados puedan garantizar la puesta en marcha 
de programas sociales y servicios públicos que permiten el cumplimiento 
efectivo de los DESC. En la última década, el nivel de la recaudación tri-
butaria en la región como porcentaje del PIB ha mostrado una tendencia 
creciente (Sepúlveda, 2014). Sin embargo, aún quedan importantes retos 
por superar, en especial respecto a la regresividad en la tributación y la 
dependencia de los impuestos directos.

Asimismo, la última estimación de la Comisión Económica para Amé-
rica Latina y el Caribe (CEPAL) sobre la evasión y elusión fiscal en la 
región sugiere que el costo regional de este fenómeno alcanzó un 6,3% del 
PIB en 2017, una cifra equivalente a 335 000 millones de dólares (CEPAL, 
2019a).

En un contexto de moderación de la actividad económica y tasas de 
inflación aún elevadas en algunos países de América Latina como Argenti-
na y Venezuela, es necesario asegurar que los recursos invertidos no se vean 
disminuidos. Establecer fórmulas automáticas de indexación ha demostra-
do ser útil para evitar una caída en los montos reales de inversión pública, 
tal como demostró la experiencia de la Asignación Universal por Hijo en 
Argentina entre 2015 y 2017.
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Realización progresiva y no regresividad de los DESC

Los principales tratados de derechos humanos reconocen que los DESC 
solo pueden ser cumplidos a nivel pleno de manera paulatina, ya que los 
recursos con los que cuentan los Estados son finitos y, en las economías en 
desarrollo, proporcionalmente escasos. Por este motivo, los Estados tienen 
que rendir cuentas acerca de si se están tomando medidas para un logro 
progresivo de los DESC. En este sentido, las evaluaciones de las políticas 
fiscales son necesarias. Estas no pueden ser consideradas como un fin en sí 
mismo, sino como un instrumento para el desarrollo de programas y pro-
yectos que permitan el mejoramiento y trasformación positiva de aquellos 
existentes (Hintze, 2001).

Asegurar los niveles mínimos esenciales de los derechos

La garantía de las condiciones materiales básicas de existencia digna es la 
base del derecho de autonomía de las personas. Por este motivo, los Esta-
dos se ven obligados a garantizar este piso mínimo de derecho. Los niveles 
mínimos constituyen puntos de partida y no de llegada y deben ser tenidos 
en cuenta en el ciclo de políticas. Actualmente, las políticas de transferen-
cias condicionadas de ingresos han contribuido a garantizar el acceso a las 
condiciones materiales básicas (IPPDH, 2014).

Evaluación de políticas públicas y enfoque de derechos 
en Argentina

En Argentina, en el año 2009, se incorporó el Sistema de Información, 
Monitoreo y Evaluación de Programas Sociales (SIEMPRO) bajo la órbita 
del Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales. El SIEMPRO 
proporciona y produce información sobre la situación socioeconómica de 
la población, monitorea el alcance de los programas sociales implemen-
tados por distintos organismos y elabora evaluaciones sobre las políticas 
públicas. La disponibilidad pública de las evaluaciones es acotada. Esto 
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también es producto de una superposición de funciones evidente en el 
ámbito de las evaluaciones.

A su vez, dentro del ámbito de la Educación existe un organismo pro-
pio de monitoreo y evaluación: la Dirección Nacional de Información y 
Evaluación de la Calidad Educativa (DiNIECE) que produce los anuarios 
estadísticos del sector, evaluaciones y material de interés pedagógico.

En 2013, a través del decreto 416 se creó, dentro de la Jefatura de Gabi-
nete de Ministros, el Programa de Evaluación de Políticas Públicas, destinado 
a contribuir en institucionalizar la evaluación. Sus objetivos comprendían:

-	 Promover la sensibilización, la consolidación en agenda e instituciona-
lización de la evaluación de las políticas públicas en la administración 
pública nacional.

-	 Fomentar la investigación aplicada, comparada y participativa y dise-
ñar metodologías y herramientas de evaluación de políticas públicas 
susceptibles de ser aplicadas en los organismos gubernamentales.

-	 Desarrollar capacidades para diseñar e implementar diversos tipos de 
evaluación de programas y proyectos.

-	 Evaluar programas, proyectos y/o políticas implementadas en el ám-
bito de la administración pública nacional, de manera conjunta y en 
coordinación con los organismos que ejecutan dichas intervenciones, 
y/o asistir técnicamente para su desarrollo.

A partir del lanzamiento del programa, en el banco de evaluaciones de 
políticas públicas se encuentran varios estudios referentes a diversos pro-
yectos y programas, en particular entre 2013 y 2015. Estas evaluaciones 
en general corresponden a proyectos y/o programas y fueron realizadas por 
diversos actores, incluyendo universidades y organismos internacionales. 
No obstante, la falta de homogeneización en los criterios es tal que algunas 
solo se encuentran en idioma inglés.

En 2016, la Jefatura de Gabinete de Ministros publicó el manual de 
base para la evaluación de políticas públicas, donde retoma las definiciones 
del manual de CEPAL de 2004. Esto implica, por ejemplo, que un pro-
yecto debe fijar fechas de comienzo y de finalización. No obstante, no se 



Calidad en la inversión social: la Asignación Universal por Hijo en Argentina

27

encuentran publicadas evaluaciones de ningún tipo (de impacto, de dise-
ño, de resultados) en el banco de evaluaciones con fecha posterior a 2015.

A partir de 2018 y mediante el decreto 292, se establece 

el Consejo Nacional de Coordinación de Políticas será el organismo res-
ponsable de elaborar y ejecutar el Plan Anual de Monitoreo y Evaluación 
de Políticas y Programas Sociales, el cual será de cumplimiento obligato-
rio para las políticas, programas, planes y proyectos sociales financiados 
con fondos del Tesoro Nacional o con financiamiento proveniente de 
Organismos internacionales.

Si bien la función de evaluar ya estaba incorporada en los objetivos del Con-
sejo, este nuevo decreto lo determinó como autoridad en materia de políticas 
sociales, además de forzar su cumplimiento obligatorio por parte de todos 
los proyectos, planes, programas y políticas sociales. Resta conocer si las par-
tidas presupuestarias necesarias para ejecutar esta función serán otorgadas 
y cómo funcionará este esquema, ya que los distintos programas sociales se 
encuentran ejecutados por diversos organismos (Ministerio de Desarrollo 
Social, Administración Nacional de Seguridad Social [ANSES], Ministerio 
de Producción y Trabajo), debiendo hacer grandes esfuerzos de articulación.

Incorporar la función de evaluador como una de las atribuciones princi-
pales del Consejo le da una ventaja de suma relevancia, ya que este organismo 
se encarga de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y los 30 Objetivos 
del Desarrollo Sostenible. Estos objetivos integran todas las dimensiones del 
desarrollo sostenible y se basan en un enfoque de derechos con su carácter 
de integralidad. De esta forma, el organismo ya tiene incorporadas algunas 
cuestiones importantes en materia de priorizar el enfoque de derecho.

Experiencias en Argentina desde un enfoque de derechos: 
Asignación Universal por Hijo (AUH)

La Asignación Universal por Hijo para Protección Social (AUH) consiste en 
una prestación monetaria no retributiva de carácter mensual, que se abona a 
uno solo de los padres, tutor, curador o pariente por consanguinidad hasta el 
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tercer grado por cada menor de dieciocho años que se encuentre a su cargo, 
o sin límite de edad cuando se trate de un hijo/a discapacitado. Está dirigida 
a los hijos e hijas de trabajadores desocupados, en actividades informales 
o que cobren menos del salario mínimo vital y móvil. Se enmarca en el 
Sistema de Asignaciones Familiares, creado originalmente para trabajadores 
con aportes a la seguridad social. La AUH fue creada mediante el decreto 
1602/2009, y entre sus fundamentos se encuentran la Ley N.º 26.061, que 
tiene por objeto la Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños 
y Adolescentes que se encuentren en el territorio de la República Argentina. 
Su objetivo es garantizar el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente 
de los derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico nacional y en los 
tratados internacionales signados.

La AUH es una de las políticas públicas que mayor consenso ha generado 
en el espacio político y en la sociedad civil argentina. Si bien fue implementa-
da bajo el gobierno de Cristina Fernández de Kirchner, su origen se remonta a 
proyectos y propuestas presentadas por diversos sectores, algunos de los cuales 
integran hoy el espacio de CAMBIEMOS, el partido gobernante que sucedió 
a Cristina Fernández. Ha habido cambios, algunos positivos y otros negativos 
desde una perspectiva de derecho, que serán señalados oportunamente. Sin 
embargo, en líneas generales, se puede hablar de continuidad en la imple-
mentación y el alcance de la AUH por parte de los dos partidos de gobierno 
que han tenido en sus manos la ejecución de esta política. 

Entre los derechos y garantías respaldados por la AUH se encuentra 
alcanzar una buena calidad de vida, educación y los beneficios de la se-
guridad social. La medida fortalece el combate contra la pobreza y me-
jora la calidad de vida de los sectores vulnerables. En sus fundamentos se 
reconoce que la verdadera clave para estos objetivos “sigue afincada en el 
crecimiento económico y la creación constante de puestos de trabajo. El 
trabajo decente sigue siendo el elemento cohesionaste de la familia y de la 
sociedad, que permite el desarrollo de la persona” (Decreto 1602/2009). 
La AUH apunta al derecho de la seguridad social, a la protección contra el 
hambre, a la salud y a la educación.

En el año 2011, se añadió a este proyecto la asignación por embarazo 
para protección social, para cubrir a las madres a partir de las doce semanas 
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de gestación. Luego se incorporó el beneficio de la ayuda escolar anual (que 
se cobra al inicio del año lectivo) para todos los beneficiarios de la AUH. 
Distintos tipos de trabajadores que no estaban cubiertos por el Sistema de 
Asignaciones Familiares (de temporada, trabajadoras de casas particulares, 
etc) fueron incorporados progresivamente al marco de la AUH.7 A lo largo 
de este apartado, enmarcaremos a todo este conjunto de proyectos y medi-
das bajo la denominación de programa de AUH.

Universalidad, principio de igualdad y no discriminación 
y realización progresiva y no regresiva

La AUH es un derecho al que acceden aquellos que no tienen trabajo, que 
tienen trabajo informal o que no alcanzan al salario mínimo, vital y móvil. 
No se trata de una transferencia original, sino de ampliar un programa al que 
ya accedían los trabajadores formales. Por ello, desde lo normativo y bajo el 
enfoque de derechos, puede identificarse como una política por la igualdad.

La AUH tiene su complemento en el Sistema de Asignaciones Fami-
liares para trabajadores en relación de dependencia (y trabajadores pasivos) 
registrados en la seguridad social, que establece también una transferencia 
monetaria mensual para quienes perciben hasta cierto salario (y de un mon-
to decreciente de acuerdo con el ingreso familiar). A partir de allí, existe 
también una suerte de “transferencia indirecta” a través del impuesto a las 
ganancias, que permite deducir hijos/as, lo que redunda en una diferencia 
monetaria entre el impuesto a abonar por alguien que no tiene hijos/as en 
comparación a alguien que sí los tiene. Este beneficio a veces es incluso ma-
yor al monto de la Asignación Familiar. Este esquema alcanza también a 
quienes pagan impuesto a las ganancias sin ser trabajadores en relación de 
dependencia (autónomos). Hasta el fin del gobierno anterior quedaban ex-
cluidos dos casos: los monotributistas,8 y un sector que no estaba cubierto 
por no poseer la documentación necesaria o encontrarse fuera del alcance del 
Estado por diversos motivos (falta de información, de acceso a ANSES, etc.). 

7  Trabajadores de temporada, trabajadoras de casas particulares, etc.
8 El monotributo es un régimen opcional y simplificado para pequeños contribuyentes. Incluye 

un impuesto simplificado y componente previsional.
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Con respecto al universo de los monotributistas, cabe aclarar que los mono-
tributistas sociales,9 las trabajadoras de casas particulares y los trabajadores 
de temporada sí accedían a la AUH. Pero a partir de 2016, se extendió a los 
monotributistas regulares. Adicionalmente, se acordó en 2016 un préstamo 
con el Banco Mundial para reforzar la asignación estableciendo como obje-
tivo “Ampliar la cobertura del programa AUH: por un lado, se apoyará en 
una búsqueda activa para completar información faltante de 1,5 millones de 
niños, lo que impide que se determine su elegibilidad para el programa.”10

Esto permite hablar de una cuasi universalidad en la cobertura del régi-
men de asignaciones familiares, al menos en una cobertura teórica, aunque 
pueden seguir discutiéndose los matices al interior de los distintos grupos 
de beneficiarios. Asimismo, la permanente extensión de la AUH (a emba-
razadas en 2011 y a grupos excluidos en 2016) va en línea con una reali-
zación progresiva de los DESC, de acuerdo con los recursos disponibles.

En lo que respecta al programa en particular de la AUH, cabe pre-
guntarse si cumple los principios de no discriminación. Aquí debemos 
distinguir algunos procesos y normas que influyen en este aspecto: prime-
ro, la ausencia de un cupo.11 El programa está dirigido a la población por 
debajo de un umbral de ingresos generoso.12 Además, siempre se trabajó 
en mejorar la inclusión y no en limitarla. Por ejemplo, se permitió el co-
bro por parte de quienes cumplían la escolaridad en escuelas de gestión 
privada con subvención pública, se articuló con los gobiernos provinciales 
para permitir la superposición con programas provinciales, etc. Por otra 
parte, la política no es temporal, sino permanente, como corresponde a 

9 Se trata de una categoría especial de monotributo para trabajadores de muy bajos ingresos y/o de 
la economía social, donde algunos de los componentes impositivos se encuentran subsidiados 

10 http://www.bancomundial.org/es/news/press-release/2016/06/30/argentina-world-bank-child-
allowance-additional-15-million-children-youth

11 La ampliación de la cobertura de las Pensiones No Contributivas (PNC) en 2003 fue un 
importante antecedente. Antes, las PNC tenían un cupo que se liberó para cubrir a quienes cumplieran 
las condiciones de ingreso, lo que permitió incorporar más de un millón de beneficiarios/as sobre un 
total que en 2015 alcanzaba el millón y medio. Otro antecedente es el Plan Jefas y Jefes que, pese a su 
compleja inscripción, terminó con una cobertura muy alta, llegando a dos millones de trabajadores/
as en su pico.

12 Si bien el límite de ingreso se encuentra por debajo de distintas canastas de pobreza, lo cierto 
es que, al beneficiar a trabajadores del sector informal, la comprobación de ingresos se realiza mediante 
declaración jurada y es probable que se esté cubriendo a toda la población sin ingresos registrados, en 
tanto no tengan un nivel de vida ostentoso. 
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un derecho. Eventualmente, podría dejar de ser necesaria sí y solo sí se 
elimina la desigualdad que le da origen, que es la condición de informa-
lidad o desempleo de los padres y madres. Pero en este caso, el niño, niña 
o adolescente no vería eliminada la transferencia de ingresos, sino que la 
AUH sería reemplazada por el resto de los esquemas que aplican un trata-
miento diferencial a los hogares con menores de edad.

Por otro lado, cabe destacar un factor de mayor importancia en la uni-
versalidad de este programa, la facilidad para su inscripción y cobro. El alta 
se da a través del ANSES, de manera sencilla, utilizando la telefonía celular 
para consultas. Dado que este medio tiene incluso mayor llegada que el te-
léfono de línea, se produjo una importante ampliación de la red territorial 
de este organismo, clave para alcanzar una importante cobertura.

No obstante, existe una exclusión normativa que se refiere a los depen-
dientes de los migrantes. La Asignación aún exige a los beneficiarios ser ar-
gentinos, naturalizados o extranjeros residentes legales por un período no in-
ferior a tres años. Ello rige pese a los cambios normativos que en los últimos 
años promovieron la ampliación de los derechos de la población migrante 
por medio de la Ley 25.871 (UNICEF et. al., 2017). También existen res-
tricciones por cantidad de hijos (se cubre hasta cinco hijos menores de 18 
años, al tiempo que existe una asignación especial para madres de siete hijos).

El segundo aspecto tiene que ver con las condicionalidades, el estatus 
dentro del derecho en Argentina de estas condicionalidades y las acciones 
que provoca su falta de cumplimiento. Los programas con condicionalida-
des muchas veces corren el riesgo de generar discriminaciones, al inculpar 
a poblaciones vulnerables de su propia situación y exigirles obligaciones 
distintas y mayores que al resto de la población para ejercer un derecho.

En el caso de la AUH, para cobrar el monto total, el titular debe pre-
sentar la libreta de salud y escolaridad del niño, niña o adolescente firma-
das por las autoridades de salud y escuela respectivamente. Esta condición 
no es compartida por el resto del esquema de Asignaciones Familiares. Esto 
ha provocado que diversos organismos, entre ellos UNICEF, adviertan so-
bre las condicionalidades.13

13	  https://www.cronista.com/economiapolitica/ANSeS-estudia-quitar-las-condiciones-para-
poder-cobrar-la-AUH-20181021-0023.html
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Si bien el Sistema de Asignaciones Familiares contributivo carece de 
estas condiciones, esta obligatoriedad no es exclusiva de los niños, niñas y 
adolescentes que reciben la AUH. Cumplir el calendario de vacunación y 
la escolaridad hasta el último año del secundario son obligatorias para to-
dos. Lo que hace la condicionalidad de la AUH es reforzar dos cuestiones 
que, de por sí son obligatorias, y sumar otro aspecto que son los controles 
de salud. Estas condiciones están basadas en dos derechos y obligaciones: 
el acceso de la salud y el acceso a la educación. Esto marca una diferencia 
de otros programas focalizados de la región, donde parte de las condicio-
nalidades son de obligación exclusiva para los beneficiarios (como, por 
ejemplo, requisitos de performance escolar).

Lo cierto es que estas condiciones implican una discriminación efec-
tiva que pone en riesgo el cobro de la transferencia. No cumplir con estos 
requisitos imposibilita primero el pago de un 20% de la prestación mo-
netaria y, si el incumplimiento no se corrige a la brevedad, la suspensión 
automática del beneficio. En un estudio sobre las condicionalidades del 
programa, Straschnoy (2016) afirma que estas suspensiones automáticas 
afectan anualmente a cerca de 600 mil niños, niñas y adolescentes. Ade-
más, señala que las suspensiones, sin reincorporación posterior, podrían 
estar señalando una deficiencia en la oferta de los servicios estatales nece-
sarios para cumplir las condicionalidades (que, como dijimos antes, son 
derechos). Al mismo tiempo, la reincorporación implica realizar trámi-
tes de forma personal, que en situaciones de vulnerabilidad pueden ser 
difíciles de llevar adelante. El préstamo del Banco Mundial previamente 
mencionado busca colaborar en identificar a los potenciales beneficiarios 
aún no alcanzados y evaluar las suspensiones por no presentar las libretas 
de salud y escolaridad. Un diagnóstico desde un enfoque de derecho exige 
más acciones para propiciar el cumplimento de los derechos y obligaciones 
en materia de salud y educación sin condicionar el acceso a la asignación.

A su vez, la cuestión de las condicionalidades hace notar la necesidad 
de evaluar las políticas públicas de manera amplia, lo que implica articular 
con otros ministerios y organismos para el cumplimiento efectivo de todos 
los derechos.
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Transparencia, participación y rendición de cuentas

En términos de transparencia, la gestión de la AUH por parte de un 
organismo con importante capacidad de gestión y experiencia en la re-
copilación de datos administrativos permitió contar con un aceptable 
monitoreo de datos. Dicha información se puso a disposición del pú-
blico general con la publicación de los boletines de la Seguridad Social, 
a pesar de no haber tenido un cronograma estricto y pautado. En 2015, 
con la creación del portal “ANSES transparencia” (hoy “Datos Abiertos 
ANSES”) se comenzaron a publicar los datos con mayor frecuencia. Por 
otra parte, el Presupuesto Nacional cuanta con datos diferenciados acerca 
de los montos asignados al programa y las metas físicas (en cantidad de 
beneficiarios y en proporción de niños y niñas y adolescentes hasta 18 
años, cubiertos por sistemas de protección social de carácter nacional). 
Algunos datos no son publicados, pero dicha información puede obte-
nerse mediante una consulta en el marco de los decretos y leyes de acceso 
a la información pública.

La existencia de criterios claros, objetivos y amplios para la inscrip-
ción, la facilidad administrativa (es decir, que no requieren la presencia 
de un funcionario en la casa del beneficiario), el mecanismo de inscrip-
ción centralizado en un único organismo, la baja presencia de montos 
diferenciados por criterios, y la actualización de los montos por medio 
de una fórmula pública y conocida, entre otras cualidades del diseño, 
abonan a la transparencia respecto de quién cobra la Asignación y cuán-
to recibe.

En materia de participación y rendición de cuentas, el programa AUH 
ha sido evaluado varias veces tanto a partir de iniciativas propias del sector 
público como por centros de investigación y universidades privadas.
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Tabla 1. Estudios y evaluaciones del sector público a la AUH (2011-2015)

Año Estudio Organismo
Tipo de 

Evaluación
Metodología Observaciones

2011

Análisis y 
evaluación de 
los aspectos 
educativos de la 
AUH

Ministerios 
de Educación 
Universidad 
Nacional General 
Sarmiento 
Universidad 
Nacional de La 
Plata Universidad 
Nacional 
de Misiones 
Universidad 
Nacional 
de Moreno 
Universidad 
Nacional de Villa 
María

Resultados

Cualitativa: entrevistas 
en profundidad, 
grupos focales, 
encuestas.

Con 
colaboración de 
la DINIECE

2011

AUH Eva-
luación del 
impacto en 
los ingresos de 
los hogares y 
el mercado de 
trabajo 

Ministerio de 
Trabajo, Empleo 
y Seguridad 
Social

Impacto

Cuantitativa, con 
base en la Encuesta 
Permanente de 
Hogares

2012
AUH: alcance 
e impacto por 
regiones del país

Ministerio de 
Trabajo, Empleo 
y Seguridad 
Social

Impacto

Cuantitativo, con 
base en distintas 
fuentes secundarias 
(censo, base de datos 
de ANSES, Encuesta 
Anual de Hogares 
Urbanos)

2013

Análisis del 
proceso institu-
cional de gene-
ración de una 
política social de 
impacto multi-
sectorial: el Plan 
Nacer, la AUH 
y la asignación 
por embarazo

Ministerio de 
Salud Procesos

Estudio de 
múltiples etapas con 
metodología cualitativa 
y cuantitativa 
(análisis de bases de 
datos, entrevistas 
semiestructuradas a 
actores institucionales 
y a beneficiarios)

En este estudio 
se evalúa la 
interacción entre 
la AUH y el Plan 
Nacer (Salud)
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2015

El gran desafío 
- Romper la 
trampa de la 
desigualdad des-
de la infancia. 
Aprendizajes de 
la AUH

Administración 
Nacional de 
la Seguridad 
Social (ANSES), 
Organización

Iberoamericana 
de Seguridad 
Social (OISS) 
y Universidad 
Nacional Tres de 
Febrero (UN-
TREF)

Impacto

Cualitativo y 
cuantitativo (diseño 
cuasiexperimental 
con grupo de 
tratamiento y grupo 
de comparación con 
base en la Encuesta 
Anual de Hogares 
Urbanos, grupos 
focales y entrevistas en 
profundidad a actores 
institucionales)

Fuente: elaboración propia con base en el banco de evaluaciones de políticas públicas.

En 2017, el Estado nacional, por medio del Consejo Nacional de Coordi-
nación de Políticas Sociales, el Ministerio de Desarrollo Social y la ANSES, 
junto con dos universidades públicas y UNICEF, publicaron un informe 
con un compendio de estudios que abarcan cuestiones de diseño y cober-
tura, disponibilidad de datos y encuestas para monitoreo, así como evalua-
ciones sobre resultados e impacto.

En términos generales, la AUH cumple con los requisitos de disponi-
bilidad de datos y monitoreo necesarios para realizar evaluaciones de pro-
cesos, impacto y resultados. El trabajo del año 2017 es el primer estudio 
integral que incluye los diversos aspectos que se esperan sean evaluados 
de un programa social. Al respecto, cabe advertir que las propuestas en 
dicho documento deben evaluarse y su pertinencia debe ser verificada 
respecto a los resultados de cumplimiento en materia de los requisitos 
rectores que se asumen bajo un enfoque de derechos. Esto evitaría que 
las sugerencias de política vayan contra de este enfoque, como el propio 
documento advierte.

En este sentido, un elemento clave que hace a la evaluación es la de su 
utilización como herramienta de decisión política. Las evaluaciones no de-
ben tener como único fin otorgar transparencia acerca de los resultados de 
un programa o proyecto, sino también promover efectivamente cambios 
que mejoren los resultados de las políticas públicas que se llevan adelante.
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Movilizar “el máximo de los recursos disponibles” para 
la realización progresiva de los DESC

La AUH representa alrededor de 0,6% del PIB, de acuerdo con el presu-
puesto 2019. La ausencia de cupo, aún con las limitaciones señaladas en 
la sección anterior, permite su ajuste automático en tiempos de recesión. 
Dadas las capacidades cedidas al poder Ejecutivo sobre las partidas presu-
puestarias, no son necesarios pasos administrativos difíciles para ajustar 
los créditos asignados, si estos no fueran suficientes para cubrir nuevos 
demandantes.

Sin embargo, un posible retroceso es el cambio en la fórmula de movili-
dad que ajusta el monto de la asignación. En un país con inflación por enci-
ma del 20% como Argentina, es imprescindible resguardar el poder de com-
pra de las transferencias monetarias. Al mismo tiempo, es importante cuidar 
la sostenibilidad del gasto. Pero, además, dado que la asignación no llega a 
cubrir la canasta básica alimentaria que marca la línea de indigencia, es im-
portante que también permita mejoras a lo largo del tiempo. La fórmula de 
movilidad original combina la evolución de los salarios formales registrados 
y la recaudación de la seguridad social ponderada por beneficiario. Esta fór-
mula inicialmente se propuso para actualizar los beneficios contributivos de 
la seguridad social de la población pasiva. Buscaba compartir con aquellos 
que no participan del mercado de trabajo formal las ganancias del sector asa-
lariado y las ganancias en materia de crecimiento económico, reflejadas en 
la recaudación, ajustadas por beneficiario para cuidar la sostenibilidad. Esta 
fórmula era insuficiente, ya que no garantizaba la preservación del poder 
de compra. Se esperaba que generara ganancias en el largo plazo, pero en el 
corto plazo podía generar caídas en el valor real de la asignación. El cambio 
de fórmula propuesto por el poder Ejecutivo en 2017 buscaba mantener 
en el tiempo el valor real de la asignación ya que se ajustaba por inflación 
cuatro veces al año, pero sin posibilidad de crecimiento real. El Congreso de 
la Nación introdujo cambios para incluir la evolución de los salarios, pero 
esto no resultó en una ganancia de poder adquisitivo. A febrero de 2019, la 
Asignación Universal había alcanzado uno de los valores más bajos en ma-
teria de cobertura de la canasta básica alimentaria y la canasta básica total.
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Si se suma el acuerdo firmado con el FMI, la Argentina puede úni-
camente ampliar el déficit por hasta 37 mil millones de pesos en 2019 
(aproximadamente un 0,2% del PIB proyectado en el presupuesto) para 
contener la situación social. En la nueva revisión, este monto se ampliaría a 
0,3% del PIB (55 mil millones con el PIB proyectado). El poder Ejecutivo 
decidió aprovechar esta posibilidad y adelantar todos los aumentos de la 
movilidad a marzo. Pero aún con el aumento de 46% de una sola vez en la 
Asignación Universal, es posible que la misma no llegue a cubrir la canasta 
básica alimentaria para un niño/a de 10 de años.

Con esta medida, el gobierno asumió un costo fiscal de 15 mil millo-
nes de pesos, menos de la mitad de lo originalmente autorizado. Desde la 
perspectiva de derechos asumida, el gobierno debe hacer uso de todos los 
recursos disponibles para mejorar la situación de los niños, niñas y ado-
lescentes. De acuerdo con los últimos datos publicados para el segundo 
semestre de 2018, 46,8% de los menores de 14 años en Argentina son 
pobres, mientras que la indigencia alcanza al 10,9%. Un año antes, estos 
valores eran de 39,7% y 7,6% respectivamente.
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Gráfico 7. Cobertura de la AUH sobre la canasta básica alimentaria (CBA-línea de indi-
gencia) y la canasta básica total (CBT-línea de pobreza) para un niño/a de 10 años

Fuente: Instituto de Trabajo y Economía con base en INDEC, ANSES y proyección propia de CBA y CBT *marzo 
2019 (3%). Los picos corresponden a bonos entregados en carácter extraordinario.
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Conclusiones

En los últimos diez años, la política fiscal en América Latina y el Caribe 
experimentó profundas transformaciones. Durante la primera década del 
nuevo siglo, el fuerte crecimiento económico de las economías de América 
Latina le dio un gran impulso al gasto público, por sobre todo a la inver-
sión social. En paralelo, hubo una mejora sustancial en indicadores sociales 
referidos a desigualdad y pobreza, pasando de un 44,5% de pobreza en 
2002 a un 27,8% en 2014. Del mismo modo, la situación de pobreza 
extrema se redujo de 11,2% a 7,8% en el mismo lapso.

Sin embargo, a partir de 2011, América Latina y el Caribe experimen-
taron una significativa desaceleración en la tasa de crecimiento económico, 
la cual en ciertos años implicó una caída del producto per cápita. Bajo este 
contexto, los indicadores sociales no solo se estancaron, sino que sufrieron 
una reversión para todo el conjunto de América Latina. Por lo tanto, se 
pone de manifiesto la necesidad de que la política fiscal en América Latina 
y el Caribe apunte a mejoras de calidad, que permitan balancear la dispo-
nibilidad de recursos con la efectividad de las políticas.

El piso de protección social desarrollado en la primera década del nuevo 
siglo sirvió de contención frente a la nueva ola de austeridad. Dicho aumen-
to en inversión social fue acompañado de un incremento en las instituciones 
abocadas de manera parcial o específica a la gestión de este tipo de gasto.

El aumento en el gasto público y en particular en la inversión social, 
incrementó las inquietudes por evaluar la eficiencia de ese gasto. Esto, en 
un marco de caída de los ingresos públicos, toma un matiz más relevante. 
No obstante, este mismo contexto hace que sea de vital importancia com-
prender la función de la etapa evaluadora.

Desde hace algunos años, existe cierto consenso en que es necesario re-
pensar las políticas públicas como parte de las obligaciones del Estado para 
el cumplimiento efectivo de derechos asociados a la existencia de una ciu-
dadanía social. Incorporar el enfoque de derechos implica incorporar una 
noción de ciudadanía a las políticas públicas, de identificar no beneficiarios 
que requieren asistencia, sino ciudadanos/as que ven bloqueado su acceso a 
derechos. Este nuevo enfoque se enmarca también en la consolidación de la 
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democracia en la región. Este escenario permitió avanzar desde los llamados 
derechos “de libertad” a los derechos “de segunda generación” que son los 
derechos sociales. Se trata justamente, de derechos proclamados pero que 
aún no son derechos “de hecho” para una parte de la ciudadanía.

La importancia de estos instrumentos de reconocimiento de derechos 
va más allá de cuestiones meramente institucionales, ya que la firma del 
PIDESC y los acuerdos regionales tienen consecuencias concretas para la 
política fiscal de las naciones. A diferencia de los derechos políticos y civi-
les, denominados en ocasiones de primera generación y que presuponen 
un Estado pasivo, no intervencionista o mínimo, los DESC requieren una 
conducta positiva de los Estados, es decir de proveer, proteger y promover 
el cumplimiento de dichos derechos.

En este proceso, y en línea con las disposiciones del artículo segundo 
de PIDESC, se debe analizar hasta qué punto los Estados han invertido 
el máximo de los recursos disponibles a fin de lograr progresivamente la 
plena efectividad de los derechos, sin discriminación alguna. La aplicación 
de principios de los derechos humanos a la política fiscal, que deben ser 
considerados en todas las fases de diseño, elaboración, implementación y 
evaluación de dichas políticas, contribuyen de manera efectiva en el cum-
plimiento de los derechos humanos y los compromisos del PIDESC.

Cinco principios pueden extraerse de los compromisos asumidos que 
pueden servir como guía para evaluar las políticas y programas sociales y 
como marco para cualquier modificación que quiera realizarse: el principio 
de igualdad y no discriminación; transparencia, participación y rendición 
de cuentas; movilizar “el máximo de los recursos disponibles” para la reali-
zación progresiva de los DESC; realización progresiva y no regresividad de 
los DESC y asegurar los niveles mínimos esenciales de los derechos.

En Argentina se implementó la Asignación Universal por Hijo para Pro-
tección Social, proyecto que cumple un elevado principio de igualdad y no 
discriminación, ya que se extiende a la mayoría de las personas, ya sean tra-
bajadores formales (sin importar su régimen de contratación) o informales, 
como así también desempleados. Cabe aclarar que el alcance sigue siendo 
limitado para los migrantes y sus hijos/as. En términos de transparencia, la 
gestión de la AUH por parte de un organismo con importante capacidad de 
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gestión y experiencia en la recopilación de datos administrativos permitió 
contar con un aceptable monitoreo de datos. La existencia de criterios claros, 
objetivos y amplios para la inscripción, la facilidad administrativa, el meca-
nismo de inscripción centralizado en un único organismo, la baja presencia 
de montos diferenciados por criterios, y la actualización de los montos por 
medio de una fórmula pública y conocida, entre otras cualidades del diseño, 
abonan a la transparencia respecto de quién cobra la asignación y cuánto co-
bra. En materia de participación y rendición de cuentas, el programa AUH 
ha sido evaluado varias veces, tanto a partir de iniciativas propias del sector 
público como por centros de investigación y universidades del sector priva-
do. En cuanto a la movilización de “el máximo de los recursos disponibles” 
para la realización progresiva de los DESC, la AUH inició con una partida 
considerablemente importante y una fórmula que apostaba al crecimiento 
de largo plazo. No obstante, su modificación por decreto y la posterior in-
tervención del Congreso, como así también el acuerdo firmado con el FMI, 
hicieron que esta política no goce de las máximas asignaciones de recursos. 
Aún con el aumento de una sola vez, dictado a principios de 2019 y avalado 
por el FMI, es posible que la misma no llegue a cubrir la canasta básica ali-
mentaria para un niño/a de 10 de años.

Los objetivos de la política pública social pueden estar determinados 
por la noción de derechos y los programas y proyectos serán herramientas 
para su cumplimiento. La cuantificación de los resultados es de suma im-
portancia para verificar la efectividad de los programas y proyectos.
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